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DIVISIÓN DE ASESORÍA Y GESTIÓN JURÍDICA

Al  contestar refiérase 

al oficio  N° 10671
11 de setiembre, 2007

DAGJ-1138-2007

Ana Lucía Solano Garro

Directora Ejecutiva

INSTITUTO NACIONAL DE FOMENTO COOPERATIVO

Estimada señora:
Asunto: Se atiende solicitud de revisión y aprobación de Reglamento para el Uso de 

              Vehículos Propiedad del INFOCOOP.
Nos referimos a su oficio N° D.E.#1145-2007 de fecha 20 de julio de 2007, presentado ante esta Contraloría General el día 26 de julio, por medio del cual somete para nuestro conocimiento y aprobación el “Reglamento para el Uso de Vehículos Propiedad del INFOCOOP”.

1. Sobre la obligación de reglamentar el uso de vehículos oficiales

Es importante establecer que la obligación de analizar y aprobar este tipo de reglamentos por parte de la Contraloría General de la República, lo es en cumplimiento del mandato esgrimido en la Ley de Obligación de Reglamentar el Uso de Vehículos Oficiales del 19 de mayo de 1975, y específicamente de su artículo 4, el cual establece que:

“Las instituciones autónomas, semiautónomas y demás, a que se refiere el artículo 1º de esta ley, deberán someter el reglamento respectivo a la Contraloría General de la República, la que, si lo considera conveniente, lo aprobará y ordenará su publicación en el Diario Oficial, en caso contrario lo devolverá a la oficina de origen, con las observaciones del caso, la que a su vez gozará de un plazo improrrogable de treinta días para hacer las modificaciones y someterlo nuevamente a conocimiento de la Contraloría General de la República, so pena de incurrir en la penalidad que se establece en el artículo 5º de esta ley.”

Dicho mandato legal sobrevivió a la derogación que, en buena técnica jurídica, significaba la regulación, específica y posterior, que ofrecía la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, N° 7331, del 13 de marzo de 1993, pues en su Título VII, regula el uso de vehículos del Estado costarricense.  A propósito del asunto, la Sala Constitucional en la sentencia Nº 651-I-94 de las 8:34 horas del 21 de diciembre de 1994 al efecto estableció que:

“I).- El Contralor General de la República planteó, en escrito del 15 de junio anterior, gestión de aclaración y adición del Considerando V) de la sentencia número 2478-94 de las catorce horas treinta minutos del veintiséis de mayo del año en curso.- En su criterio, la Ley de Tránsito por vías públicas terrestres número 7331 del 13 de marzo 1993, que en el artículo 243 derogó entre otras disposiciones normativas la Ley 5691 del 19 de mayo de 1975, no hace referencia alguna -por la utilización de una técnica legislativa deficiente- a las entidades públicas no estatales, municipalidades, empresas públicas y entidades de Derecho Privado que tengan a su servicio vehículos cuyo costo haya sido sufragado con dineros del Estado o donados por éste, solicitando a la Sala pronunciarse expresamente en el sentido de que las disposiciones de la Ley 5691 permanecen vigentes para esas entidades y en general, para todas las no comprendidas expresamente en la Ley 7331 antes citada.- 

II).- De lo expuesto se desprende que lo pretendido por el Contralor General es que esta Sala se pronuncie sobre los alcances de la derogatoria que, en lo referente al uso de vehículos del Estado, dispone el artículo 243 de la Ley número 7331, según el cual, esa ley "...deroga otras normas, leyes o reglamentos que rigen en este campo, para el Gobierno Central, instituciones autónomas y semiautónomas y los otros Poderes del Estado", petición que, en rigor jurídico, es improcedente (artículos 12 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional y 158 del Código Procesal Civil). No obstante, esta Sala -dicho sea para la correcta interpretación de las normas- prohija las argumentaciones del ente contralor, en cuanto a la aplicación de la Ley número 5691 del 19 de mayo de 1975 a aquellos entes públicos y privados no comprendidos en el artículo 243 de la Ley de Tránsito para Vías Públicas Terrestres.” (El subrayado no es del original).

Posteriormente esta Contraloría General se refirió al ámbito de aplicación subjetivo de la obligación de presentar para su aprobación ante este órgano contralor los respectivos reglamentos de servicios de transporte, señalando en el oficio N° 13201, del 17 de octubre de 1996 lo siguiente:

"(...) Consecuentemente sus consultas se centralizan en determinar si el ‘Manual sobre normas técnicas de control interno relativas al uso, control y mantenimiento de vehículos’ emitido por esta Contraloría General resulta aplicable a las empresas públicas y a los entes públicos de carácter no estatal.

Sobre el particular, nos permitimos recordar que el Título Sétimo de la Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres, Ley Nº 7331 de 30 de marzo de 1993, pretendió regular el uso de los vehículos oficiales de todo el Sector Público; no obstante, en su redacción se cometieron una serie de errores y omisiones que desvirtuaron el mencionado propósito.

Así las cosas, dicho Cuerpo Legal cubre, según integración de las disposiciones de los artículos 221, 222, 223 y 225, a los vehículos de los Poderes del Estado, el Tribunal Supremo de Elecciones, la Contraloría General de la República, y las instituciones autónomas y semiautónomas.

No alcanzan las disposiciones de está Ley a las instituciones descentralizadas que no se enmarquen dentro del concepto de instituciones autónomas o semiautónomas, así como a las corporaciones municipales, empresas públicas estructuradas como sociedades mercantiles, y en general a toda entidad privada que tenga a su servicio vehículos cuyo costo haya sido sufragado con dineros del Estado o donados por éste; persistiendo por ende para tales entidades, la obligación del artículo 4º de la Ley Nº 5691 consistente en la presentación de un reglamento de vehículos ante la Contraloría General para su aprobación, o bien de existir el mismo, éste conservaría su vigencia.

Corolario lógico de todo lo anterior es que las obligaciones que nos impone la Ley de Tránsito se circunscriben, únicamente, a las instituciones señaladas por el artículo 243 de dicho cuerpo normativo.

En otras palabras, no es de aplicación la Ley mencionada al caso de las empresas públicas y de los entes públicos no estatales.” (El subrayado no es del original).
De todo lo anterior se concluye que el INFOCOOP es un ente descentralizado en el grado de institución autónoma, y por tanto este despacho se avoca a conocer y analizar el “Reglamento para el Uso de Vehículos Propiedad del INFOCOOP”, el cual se analizará a la luz de las disposiciones contenidas en el “Manual sobre Normas Técnicas del Control Interno Relativas al Control sobre el Uso y Mantenimiento de Vehículos”
 emitido por esta contraloría general.

2. Observaciones al reglamento propuesto

2.1.1. Sobre el artículo 6 

En apego a lo expuesto en el acápite 317.02 del Manual sobre normas técnicas de control interno relativas al control sobre uso y mantenimiento de vehículos, en adelante el manual, sería importante condensar en un solo artículo las disposiciones relativas al procedimiento a seguir en caso de accidentes. Ello por cuanto existen varios artículos que regulan este tema, a saber: los artículos 6, 15 inciso l), 17 inciso m) y 28, lo cual puede tender a desordenar el entendimiento y aplicación del reglamento.

2.1.2.  Sobre el artículo 9 

Este artículo trata el tema de los distintivos oficiales propios de los vehículos de uso administrativo. Se sugiere adaptar el contenido de esta norma a la regulación del apartado 313.02 del manual, en el tanto se establece que los vehículos oficiales de uso administrativo deberán portar permanentemente placas de matrícula oficial, y al menos en ambas puertas delanteras, además de un distintivo que los identifique con la institución a la que pertenecen y la leyenda “USO OFICIAL”.

2.1.3.  Sobre registro de firmas autorizadas y registro de conductores

En el apartado 304.04.01 y 304.04.06 del manual se trata el tema del registro de firmas autorizadas y registro de conductores respectivamente. En cuanto al primero, este despacho estima conveniente ofrecer regulación expresa dentro del reglamento de INFOCOOP; y en cuanto al segundo, el artículo 35 debe decir que sólo podrán conducir vehículos oficiales de INFOCOOP aquellos conductores que, aparte de cumplir los requisitos previstos, se encuentren registrados en el respectivo registro. 

2.1.4.  Sobre responsabilidad de los conductores

Una responsabilidad que se omite citar, y por lo tanto debe incluirse en el listado de responsabilidades propias de los conductores de vehículos oficiales de INFOCOOP, es la de cubrir las multas por infracciones a la Ley de Tránsito y otras regulaciones que sean penalizadas por los inspectores cuando incurran en ellas, esto de conformidad con la disposición del manual, acápite 315.03.

2.1.5.  Sobre el artículo 22

En cuanto a la boleta de solicitud de vehículos denominada “Autorización para Circulación de Vehículos”, esta debe incorporar, como mínimo la información prevista en el aparte 312.01 del manual, a saber:

· Número y fecha de la solicitud

· Nombre y firma de funcionarios que autorizan el servicio

· Nombre de los usuarios (encargado de la gira y acompañantes)

· Nombre y cédula del conductor

· Duración estimada de la gira

· Lugares por visitar

· Fecha y hora de salida y de regreso

· Número de placa del vehículo asignado

2.1.6.  Sobre el artículo 29

Este artículo está compuesto por cuatro apartes: A, B, C y D. En ellos se trata de particularizar los procedimientos correspondientes a “colisiones simples”, “atropello y muerte”, “colisión sin intervención particular” y “generalidades”. En el primer caso se establece como obligación del conductor, obtener cierta información de otros vehículos involucrados. Al respecto este despacho estima importante agregar el número de cédula, tanto de cualquier otro conductor involucrado así como el número de cédula de quien aparezca como propietario registral de ese o esos vehículos. Tal apreciación se justifica en el hecho de que el número de cédula permite individualizar unívocamente a un sujeto, y esto es lo realmente importante frente a cualquier reclamo administrativo, judicial y/o penal.

Ahora bien, en cuanto al caso de atropello y muerte se agrega como obligación del conductor “procurar la obtención de testigos si los hubiere”, obligación que parecería procedente en cualquiera de los escenarios contemplados en esta regulación, por lo cual dicha obligación podría hacerse extensiva a todos los demás casos contemplados. 

En cuanto al punto B.4 se repite en la observación ya realizada, consistente en la inclusión del número de cédula como elemento individualizador del accidentado o el occiso.

Por otro lado, con relación al punto D.2 es importante acotar que la declaración que deba rendir el conductor ante los respectivos Tribunales de Tránsito podrá realizarse siempre y cuando el parte haya ingresado al despacho judicial, caso contrario, el conductor deberá, necesariamente, presentar el respetivo parte para poder rendir declaración. Parece importante poner en autos al conductor de esta situación para que se presente con el respectivo parte ante los tribunales.

2.1.7.  Sobre el artículo 31

Se recomienda precisar, para evitar confusiones, que el INFOCOOP procederá a cubrir en su totalidad el monto por concepto de deducible del vehículo oficial cuando un funcionario en el ejercicio de sus funciones sufra una colisión o accidente de tránsito, siempre y cuando no medie sentencia condenatoria de los Tribunales de Justicia en donde establezca su responsabilidad.

2.1.8.  Sobre el artículo 32

Es importante cambiar la redacción del enunciado de este artículo, puesto que la obligación de reconocer el pago por concepto de deducible, es una obligación que INFOCOOP asumió contractualmente con el INS, por lo que ineludiblemente deberá cancelarle tal obligación. Posteriormente INFOCOOP podrá, mediante los mecanismos administrativos y/o judiciales que estime pertinentes, sentar las responsabilidades y gestionar la recuperación de lo pagado.

2.1.9.  Sobre el artículo 33

En este artículo debe enmendarse la imprecisión técnica que consiste en asignarle a un órgano director de un procedimiento administrativo, la determinación de la responsabilidad (administrativa) de un funcionario, siendo que lo correcto es que esa responsabilidad es, en todos los casos, deslindada por el órgano decisor.

2.1.10. Sobre el artículo 41

El inciso b) de este artículo repite en regular cuestiones tratadas anteriormente en el artículo 17 del mismo reglamento, razón por la cual se sugiere valorar su eliminación, salvo mejor criterio de la administración.

2.1.11. Sobre el artículo 43

Se sugiere revisar la redacción de este artículo, en el tanto no se logra subsumir su finalidad, sobretodo porque remite al artículo 34, el cual regula el asunto de la asesoría jurídica de INFOCOOP en las causas judiciales.

3. Sobre el plazo legal otorgado por la Ley N° 5691 para acoger las presentes recomendaciones

Revisado que fue el reglamento propuesto por el Instituto Nacional de Fomento Cooperativo, esta Contraloría le recuerda a dicha institución su obligación de ajustarse al plazo improrrogable de treinta (30) días naturales para hacer las respectivas modificaciones, y someterlo nuevamente a consideración ante este órgano contralor. Tal plazo es otorgado por la Ley de Obligación de Reglamentar el Uso de Vehículos Oficiales, específicamente en su artículo 4°. De igual forma advertimos que de incumplirlo se podría enfrentar a la sanción que el artículo 5° de dicho cuerpo normativo esgrime, a saber:

“Artículo 5:- La dependencia estatal o entidad que no cumpliere con lo ordenado en esta ley perderá el derecho a usar los vehículos, a su servicio, mientras se encuentren en mora.”

De la forma anterior, dejamos evacuada su gestión sin perjuicio de la fiscalización posterior que sobre el particular, compete a esta Contraloría General, según sus atribuciones constitucionales  y legales.

Atentamente,

Licda. Paula Serra Brenes
                                            Lic. Gabriel Rodríguez Arias

     Gerente Asociada a.i.
                                                   Fiscalizador Asociado
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� Alcance N° 7, Gaceta del 24 del 2 febrero de 1996.





